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        CONSEJO REGIONAL 

         ECONOMIA SOCIAL


Expediente AR-8/2014
LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje de derecho promovido por XXXXX contra la entidad mercantil XXXXX, sobre impugnación de acuerdo de la Asamblea General de fecha 14 de abril de 2014.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 11 de junio de 2014 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por XXXXX de la que, como pretensión principal, se deducía la impugnación del acuerdo de la Asamblea General de fecha 14 de abril de 2004 de la cooperativa XXXXX, referente a la liquidación de aportaciones efectuada por el Consejo Rector como consecuencia de la baja de la demandante como socio de esa cooperativa. 

La documentación que se adjuntaba con la demanda, admitida como prueba, ha sido objeto de estudio a la hora de dictar el presente laudo.

SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la solicitud de arbitraje, se dio traslado de la misma a la cooperativa que nos ocupa para su contestación, lo que tuvo lugar con fecha 11 de julio de 2014, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían y en el que se adjuntaba asimismo diversa documentación que también ha sido admitida como prueba.

TERCERO: En fecha 8 de enero de 2015 las partes comparecieron en la sede de la Consejería de Empleo y Economía (Dirección General de Relaciones Laborales, Seguridad y Salud Laboral), previa convocatoria, con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.


Comparecieron Dña. XXXXX como presidenta de la Sociedad Agraria demandante, concediendo en ese momento representación a favor del Letrado D. XXXXX, adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Madrid con el número XXX; por parte de la cooperativa compareció el Letrado D. XXXXX, cuya representación ya constaba acreditada en el expediente arbitral de referencia. 

Durante el transcurso del referido acto el representante de la SAT demandante ratificó la pretensión recogida en su solicitud de arbitraje, es decir, que se declarase no ajustado a derecho el acuerdo por el que se procedió a efectuar la liquidación de sus aportaciones obligatorias como consecuencia de su baja como socio, admitiendo que la discrepancia fundamental radicaba en la legislación que tuvo en cuenta el Consejo Rector a la hora de confeccionarla ya que, a su juicio, debería haber sido la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha; indicó, además, que tanto la calificación de la baja como sus efectos venían impuestos legalmente; por último, respecto de la posible extemporaneidad de la demanda que nos ocupa, alegó que la misma no puede estimarse debido a su salida de la Asamblea General en la que se ratificó el acuerdo del Consejo Rector impugnado antes de que se produjera su votación, con lo que no tuvo conocimiento del contenido del acuerdo adoptado hasta que recibió la correspondiente notificación postal.

Por parte de la cooperativa se ratificó íntegramente el contenido de la contestación a la demanda, aportando nota instructa al expediente, de la que se facilitó copia a la parte contraria.    

CUARTO: En relación con los medios de prueba propuestos por la Sociedad Agraria reclamante, se tuvieron por aportados los documentos que acompañaban la solicitud de arbitraje. Por otra parte hay que destacar que varios de esos medios no se admitieron por no guardar objetivamente relación alguna con el objeto de la controversia, con independencia de que la parte proponente alega en conclusiones una inexistente indefensión por tal motivo. Esos medios son los siguientes::
- El primero de ellos es la solicitud de aportación de copia del acuerdo adoptado en relación con los fondos utilizados para la instalación de un poste de gasóleo en la cooperativa. Si lo que se pretende es cuantificar el reembolso que le corresponde al socio por su baja voluntaria, se ha echado en falta por parte del solicitante de arbitraje una mínima explicación tendente a aclarar los motivos por los que es necesario contar con este acuerdo, el cual no va a aportar dato alguno al respecto al no guardar relación con el asunto debatido.

- Lo mismo puede afirmarse de la aportación al expediente de las cuentas anuales del ejercicio 2011-2012. Si en ese ejercicio contable no se produjo el derecho a reembolso por parte del socio, resulta improcedente que conste en el expediente arbitral esa documentación.

- Por último, también era innecesaria de todo punto la práctica de la prueba testifical consistente en que compareciera el anterior Presidente de la Cooperativa, D. XXXXX, con objeto de hacer constar el momento exacto en el que el reclamante abandonó la Asamblea en la que se adoptó el acuerdo impugnado. Lo destacable en este punto es que no existe contradicción alguna entre lo afirmado por el proponente de la prueba y lo que reconoce abiertamente la cooperativa a través del certificado de la referida Asamblea que aportó al expediente arbitral. Por tanto, resulta absolutamente innecesario proceder a la práctica de la testifical propuesta para corroborar unos hechos que no sólo constan ya acreditados, sino que, además, ninguna de las partes personadas pone en duda.  
Otros tres de los medios de prueba solicitados por el demandante ya figuraban incorporados al expediente arbitral, como lo eran el Acta de la Asamblea General de 21 de mayo de 2011 en la que se procedió a la adaptación de los Estatutos Sociales a la Ley 11/2010 y las cuentas anuales del ejercicio 2010-2011; en relación con el tercer medio de prueba, si bien se solicitaba copia de los acuerdos sociales respecto de las inversiones realizadas, constan en la cuentas anuales antes indicadas –que no han sido objeto de impugnación- los importes de las referidas inversiones, no siendo necesario en consecuencia aportar más documentación en este sentido. 
Mención especial merecen las actuaciones tendentes a comprobar la valoración de las aportaciones obligatorias de la Sociedad XXXXX efectuada por el Consejo Rector. Atendiendo a la imposibilidad, según refirió el representante de la cooperativa, de poder atender a lo solicitado en los términos propuestos por la solicitante de arbitraje, y siendo no obstante este dato fundamental para poder entrar a conocer la corrección de la liquidación practicada, el árbitro que suscribe solicitó a la entidad coooperativa, en virtud de las facultades que le confiere el artículo 26 del Decreto 70/2006, la emisión de un certificado en el que se hiciera constar la valoración de las participaciones obligatorias de los socios de la SAT XXXXX en el año de constitución de ésta, pues son los derechos de éstos los que se transfirieron a la referida sociedad. La referida documentación fue presentada con fecha 22 de enero de 2015, de la que se dio oportuno traslado a la solicitante de arbitraje para su valoración en conclusiones.
  Respecto de la prueba propuesta por la cooperativa demandada, se admitió y declaró pertinente toda la documental que acompañaba la contestación a la solicitud de arbitraje. 
QUINTO: En relación con el preceptivo trámite de conclusiones, al amparo de las facultades que el artículo 26 del Decreto 72/2006 confiere al Árbitro, se acordó su celebración por escrito, una vez se dispusiera de la documentación que finalmente aportó la cooperativa en fase probatoria, no existiendo oposición por ninguna de las partes en el procedimiento para llevarlo a cabo de esa forma. 


Por parte de la Sociedad Agraria demandante se concluyó en primer lugar alegando indefensión por no haber sido practicada toda la prueba que en su día se propuso, aunque es necesario insistir en que –tal y como se ha indicado en el expositivo anterior- los medios probatorios denegados no guardaban relación alguna con la cuestión litigiosa debatida ni, por consiguiente, iban a aportar información adicional de ningún tipo para la resolución del conflicto. Por otra parte, en el escrito de conclusiones se reiteró que la valoración de las aportaciones sociales que figura en la liquidación impugnada no queda acreditada convenientemente, considerando la documentación remitida “insuficiente, repetida, sesgada, contradictoria y, en definitiva, altamente sospechosa”. 

Por parte de la cooperativa se insistió en la improcedencia de la práctica de los medios de prueba propuestos por la demandante y finalmente no admitidos; además, se reiteró lo injustificado de poner en duda la valoración de las aportaciones al capital que consta en la liquidación impugnada, insistiendo en que los datos de capital social de cada socio parten de los que constaban en 1984, año en el que se traspasaron a unos nuevos soportes. Por último, en cuanto al fondo del asunto, se reiteró el contenido del escrito de contestación a la solicitud de arbitraje. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 
SEGUNDO: Una vez estudiadas tanto la solicitud de arbitraje como la correspondiente contestación, se presenta en un primer término la necesidad de determinar el régimen jurídico aplicable al presente caso; dicho de otro modo, resulta obligatorio concretar la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha a la que deberemos remitirnos para resolver no sólo las cuestiones de previo pronunciamiento planteadas por la entidad cooperativa, sino también para dilucidar, en su caso, el fondo de la cuestión litigiosa que se plantea, bien sea la Ley 20/2002, o bien la Ley 11/2010. Esta, en apariencia, simple concreción resulta de tal trascendencia que de ella va a depender que el Laudo se pronuncie en uno u otro sentido, motivo por el cual muy probablemente ni siquiera las partes personadas en el expediente arbitral se ponen de acuerdo en cuál de los dos textos normativos citados es aplicable. De hecho, la determinación del régimen jurídico es uno de los pedimentos incluidos en la solicitud de arbitraje.

En relación con lo anterior es preciso traer a colación la fecha en la que se presentó la solicitud de baja voluntaria como socio y, sobre todo, el momento en el que la misma se produce de forma efectiva, pues es a partir de ese día cuando puede afirmarse que comienza a tener efectos jurídicos. En este sentido, consta incorporado al expediente arbitral copia de esa solicitud, recibida en la sede de la cooperativa con fecha 26 de mayo de 2010, sin que la misma respetara el plazo de preaviso establecido en el artículo 14 de los estatutos sociales vigentes en aquel entonces y que estaba establecido en seis meses de antelación al cierre del ejercicio económico, el cual se produjo el 31 de agosto de 2010. Obviamente, en cualquiera de las fechas referidas la ley vigente era la 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, cuyos trámites fueron los inicialmente seguidos en la tramitación de la baja que se reclamaba. Transcurrido más de un año desde la presentación de la solicitud de baja, la propia cooperativa requirió al socio que concretara la fecha en la que pretendía que tuviera efectos la misma, volviendo a insistir éste –como no podía ser de otra forma- que la baja se solicitó con fecha 26 de mayo de 2010, que transcurrió el plazo de tres meses sin resolución de calificación y determinación de sus efectos y, como consecuencia de ello, la liquidación del capital social debería efectuarse –en su opinión- una vez cerrado el ejercicio contable 2010/2011, todo ello estando vigente la Ley 20/2002. No obstante, a pesar de este requerimiento al socio por parte de la cooperativa, existían ya entonces suficientes elementos, incluso normativos, que ponían de manifiesto la fecha en la que la baja voluntaria solicitada comenzó a producir tanto sus efectos jurídicos como los de índole económica, sin que fuera necesario consultárselo al interesado.

Son numerosas las sentencias del propio Tribunal Supremo que resuelven supuestos idénticos al que nos ocupa, como por ejemplo la de 16 de marzo de 1998 (se facilitan los datos para su mejor localización por las partes en caso de que desearan consultarla: XXX – : XXX). En la misma se afirma que “la cuestión nuclear y única debatida en el proceso al que este recurso se refiere es la atinente a determinar si la baja voluntaria de un socio de una Cooperativa (supuesto el total cumplimiento del plazo de su permanencia obligatoria en la misma, que aquí no se cuestiona, y al que más adelante nos referiremos) se produce automáticamente, por el solo hecho, y en la misma fecha, de su manifestación de voluntad en tal sentido, dirigida a la Cooperativa, o si, por el contrario, para que tal baja voluntaria se produzca, ha de cumplirse necesariamente antes, en todo caso, el plazo de preaviso legal y estatutariamente establecido”, afirmando más adelante esta misma sentencia que la baja voluntaria “se produce automáticamente en el momento y desde la fecha mismos en que el socio comunica a la cooperativa su voluntad en tal sentido, con las dos únicas limitaciones siguientes:

1ª El incumplimiento del plazo de preaviso dará lugar a la correspondiente indemnización de daños y perjuicios (…).

2ª La baja se entenderá producida al término del plazo del preaviso únicamente a los efectos previstos en el artículo 80 de la Ley (esta referencia hay que entenderla hecha al plazo de reembolso, que en el presente caso sería al artículo 59.5 de los estatutos sociales vigentes en el año 2010). 
En consecuencia, según el Tribunal Supremo, todos los efectos de la baja voluntaria se producen desde el mismo momento en el que se solicita. No obstante, como hemos visto, también añade que, si no se ha respetado el plazo de preaviso, se podrá imponer una indemnización de daños y perjuicios y, además, que el plazo de reembolso de las participaciones obligatorias dará comienzo cuando hubiese concluido ese periodo de preaviso incumplido. Por tanto, si tenemos en cuenta el criterio del Tribunal Supremo, la ley de cooperativas aplicable al presente caso sería la 20/2002.
El árbitro que suscribe difiere ligeramente de la opinión del Tribunal Supremo, sobre todo tras la entrada en vigor en Castilla-La Mancha de la Ley 20/2002, la cual se produjo con posterioridad a la sentencia antes citada, si bien es cierto que la solución al problema que analizamos viene a ser la misma en una u otra interpretación. El artículo 30.3 de este último texto legislativo establece de forma literal que la “calificación y determinación de los efectos de la baja será competencia del Consejo Rector, el cual deberá formalizarla en un plazo máximo de tres meses (…). Por tanto, en nuestra Comunidad Autónoma, y precisamente a partir de la entrada en vigor de la Ley 20/2002, los efectos de la baja voluntaria no se producen de forma automática en el momento de su solicitud, sino que dependen de la decisión que tome al respecto el Consejo Rector en el plazo conferido legalmente. Centrándonos en el presente litigio y atendiendo a la normativa vigente en aquel momento,  puede comprobarse que tanto la calificación de la baja voluntaria como la concreción de sus efectos aparecían íntimamente vinculados y relacionados, siendo obligación del órgano rector de la cooperativa demandada haberlos determinado en su día. Precisamente por eso, la Ley tenía previsto que, para los casos en los que no se asumía esta doble obligación legal, el artículo 30.3 antes citado establecía una especie de “sanción” o consecuencia negativa, como lo es la obligatoriedad de considerar la baja solicitada como justificada, y ello con independencia del resto de circunstancias que pudieran concurrir. 
Efectivamente, bajo la vigencia de la Ley 20/2002, la competencia del Consejo Rector en caso de que un socio solicitara la baja voluntaria estribaba en su calificación (justificada o no) y en la determinación de sus efectos. Esto implicaba que, en ese plazo de tres meses conferido, también debían quedar fijados los conceptos a incluir en la futura liquidación de las aportaciones sociales a la vista de la normativa que fuera de aplicación, dejando para un momento posterior al cierre del ejercicio económico correspondiente tan sólo la cuantificación de esos conceptos (por ejemplo, la concreción del importe exacto de las deducciones a aplicar, las cuales previamente tenían que haber sido al menos enunciadas). 
Por tanto, con independencia de lo afirmado por la cooperativa en su escrito de contestación, la falta de resolución expresa en plazo no sólo conlleva como primera consecuencia que la baja tenga necesariamente que calificarse como justificada, sino que también es en esa fecha en la que se deben tener por concretados los efectos de la misma atendiendo al régimen jurídico aplicable en ese momento. Conviene insistir en que son dos, en efecto, las obligaciones impuestas por la Ley que no cumplió en plazo el órgano de dirección. Mantener la postura de la cooperativa, relativa a que sólo uno de esos incumplimientos conlleva consecuencias de alguna índole, supondría tanto como afirmar que el momento en el que comienza a tener efectos la calificación legal de la baja depende exclusivamente de la fecha en la que el Consejo Rector decida asumir sus obligaciones, lo que llevado al extremo podría implicar que una determinada baja voluntaria y que por imperativo legal debe considerarse justificada, careciera de efectos jurídicos y económicos hasta en tanto no decidiera el órgano de gobierno de la cooperativa al respecto.  Los efectos jurídicos y económicos de la baja voluntaria deben ser los mismos tanto si es el Consejo Rector el que califica la misma como justificada, como si dicha calificación viene impuesta por la Ley. La única diferencia que debe existir entre ambos supuestos es que, en el primero de ellos, es el propio Consejo Rector el que incluye en su resolución los conceptos a deducir en la liquidación final que se practique y, en el segundo, esas deducciones serán únicamente las que de forma expresa dispone la propia Ley de Cooperativas para las bajas voluntarias justificadas.
Se cita en la contestación a la solicitud de arbitraje una Sentencia del Juzgado de lo Mercantil de Albacete de 3 de mayo de 2013, confirmada por la Audiencia Provincial el 9 de mayo de ese mismo año, que distingue – a la hora de determinar la ley aplicable en un supuesto idéntico al que nos ocupa – entre un primer pronunciamiento relativo a la calificación de la baja y un segundo referido a la liquidación de las aportaciones, momento del que se hacen depender sus efectos. No obstante, el árbitro que suscribe discrepa de la interpretación que en dicha sentencia se efectúa del artículo 30.3 de la Ley 20/2002. En la decisión judicial se afirma expresamente que “una cosa es que la falta de pronunciamiento en el plazo de tres meses por parte de la cooperativa en relación con la comunicación de baja suponga entender que la misma es justificada, y otra entender más efectos que el anterior”. Esta interpretación no es acertada porque, tal y como hemos visto, la obligación legal que asume el Consejo Rector no es sólo la de calificar la baja, sino que también debe determinar en ese plazo los efectos que la misma conlleva, algo que en el presente caso no hizo. No es en absoluto razonable que la propia Ley fije como consecuencia a la inactividad de la cooperativa que la baja tenga que ser calificada en un determinado sentido y que el incumplimiento de la segunda obligación no conlleve consecuencia alguna, teniéndose que demorar los efectos de dicha calificación legal a un momento posterior que depende exclusivamente de cuándo decida el Consejo Rector asumir sus obligaciones legales. Esa calificación como baja justificada que, por la inactividad o desidia del Consejo Rector, establece la propia Ley, imperativamente produce también desde ese preciso instante unos concretos efectos jurídicos y económicos, para cuya determinación habrá de tenerse en cuenta la normativa vigente en ese momento. No es admisible, en contra de lo defendido por el juez de primera instancia de Albacete, que el momento en el que se producen los efectos de la baja voluntaria tenga que depender del órgano de gobierno de la cooperativa, es decir, que sea el propio Consejo Rector el que decida a través de sus acuerdos el momento en el que comienzan a tener efectos las calificaciones de las bajas que vienen impuestas por la Ley. Ésta sólo concede al órgano de gobierno de la cooperativa la facultad de hacerlo en un plazo de tres meses pero, si es el propio Consejo Rector el que no asume sus obligaciones, obviamente la Ley debe suplir su inactividad e imponer unas determinadas consecuencias. 
Por tanto, si la solicitud de baja voluntaria se produjo el 26 de mayo de 2010, fue el 26 de agosto siguiente cuando, por imperativo legal, la misma resultó ser justificada ante la ausencia de calificación y determinación de sus efectos por parte del Consejo Rector, con todas las consecuencia inherentes a la referida calificación, estando en esa fecha vigente como texto normativo la Ley  20/2002, de cooperativas de Castilla-La Mancha, y a cuyo régimen jurídico debe atenerse el presente Laudo. 
En resumen, tal y como habíamos apuntado con anterioridad, tanto si adoptamos el criterio del Tribunal Supremo en relación con la fecha en la que comienza a tener efectos la baja voluntaria, que lo retrotrae incluso a la fecha de solicitud, como si partimos de lo dispuesto en la Ley 20/2002, resulta que en ambos supuestos la ley aplicable al litigio que nos ocupa sería ésta última.
TERCERO: Teniendo en cuenta que en la contestación a la demanda se plantean diversas cuestiones de carácter previo, su análisis y estudio debe necesariamente hacerse antes de  entrar a conocer sobre el fondo del asunto. Ello es así debido a que, si finalmente se estiman todas o alguna de esas cuestiones previas, supondría de forma ineludible la imposibilidad de entrar a analizar el fondo de la controversia que nos ocupa. 
Por seguir el orden expuesto por quien las alega, es preciso comenzar por la consistente en la CADUCIDAD de la acción ejercitada, es decir, si la demanda de arbitraje presentada puede o no ser considerada como extemporánea por haberse interpuesto fuera de plazo. 


Fue el Tribunal Supremo en Sentencia de 5 de Julio de 1957 –entre otras- el que afirmó que  la caducidad responde, de forma escrupulosa, a la necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico. Dicho de otro modo, el efecto inmediato que se persigue con esta figura, que no es otro que la convalidación de los acuerdos por el transcurso del plazo de impugnación, descansa en la conveniencia de facilitar la certeza en las relaciones jurídicas de todo tipo, con el fin de evitar la perturbación tardía de las decisiones tomadas.


En relación con lo anterior, es evidente que las posibilidades de impugnación de acuerdos que contempla la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, no pueden persistir indefinidamente. Tal y como hemos comentado, es necesario poner término a las situaciones de incertidumbre en el  ejercicio de los derechos, sobre todo porque en no pocas ocasiones nos encontramos ante situaciones que hacen presumir el abandono de esas facultades por parte de su titular (es esta última razón la que impide entrar a valorar el fondo del asunto si el plazo de caducidad se hubiera sobrepasado). Por tanto, la inactividad o falta de ejercicio del derecho o de la acción de que se trate dentro del plazo concedido podría considerarse contrario al interés social, sobre todo si de ello extrae algún beneficio quien precisamente no hace uso de esas facultades en el momento oportuno. De ese modo lo que se procura evitar es la generación de situaciones de una clara y prolongada inseguridad jurídica. 
Tal y como se desprende de la propia Ley 20/2002, y más concretamente de su artículo 43.5, los plazos dispuestos lo son siempre de caducidad, debiéndose diferenciar –sin prejuzgar en la medida de lo posible el fondo del asunto- entre si lo que se trata de impugnar es un acuerdo de la Asamblea General contrario a la Ley, en cuyo caso la acción caduca al año, o bien nos encontramos ante un acto que simplemente se opone a lo dispuesto en los Estatutos o que lesiona en beneficio de uno o varios socios o terceros los intereses de la cooperativa, que disfruta de un plazo de impugnación de un mes. Centrándonos en el supuesto que nos ocupa, y una vez analizado el contenido de la solicitud de arbitraje y el resto de documentos que la acompañan, no se colige que se esté denunciando vulneración de precepto legal alguno al no citarse expresamente cuál sería, por lo que debe entenderse que se está impugnando un acuerdo contrario a los Estatutos Sociales, para lo cual se fija en su artículo 15.5 un plazo de cuarenta días para su impugnación.
 Alega la cooperativa en su escrito de contestación a la solicitud de arbitraje que, teniendo en cuenta que la Asamblea en la que se adoptó el acuerdo que se impugna tuvo lugar el 14 de abril de 2014 y que el demandante asistió a la misma, debe entenderse que la acción ejercitada ya había caducado el 11 de junio de 2014 al haber transcurrido entonces más de cuarenta días. Siendo ello cierto, del certificado del acta de la Asamblea que nos ocupa, el cual consta incorporado a la contestación a la solicitud de arbitraje como documento número 9, se constata que el representante de la SAT impugnante abandonó el acto instantes antes de que se procediera por parte de la Asamblea a la votación de la estimación o no de su recurso, con lo que no tuvo conocimiento en ese momento de la decisión final adoptada al respecto. No fue hasta la recepción del escrito de fecha 29 de abril de 2014, notificado el día 12 de mayo siguiente, cuando tuvo conocimiento fehaciente del acto que se impugna en el presente procedimiento arbitral, momento que debe considerarse en consecuencia como dies a quo del plazo de cuarenta días concedido para recurrir tal decisión. En consecuencia, si la solicitud de arbitraje fue presentada con fecha 11 de junio de 2014, es evidente que se hizo dentro del plazo legal establecido. 
Debe desestimarse por tanto la cuestión de extemporaneidad alegada.

CUARTO: los siguientes motivos de oposición se dividen en tres puntos bajo el título “DEFECTO LEGAL EN EL MODO DE PROPONER LA SOLICITUD DE ARBITRAJE”. En primer lugar hay que decir que esta cuestión de previo pronunciamiento debe tener en este tipo de procedimientos, en los que no es preceptivo comparecer asistido por un asesor, un carácter restrictivo en su apreciación, debiendo limitarse a aquellos supuestos en los que fuera realmente imposible saber lo que se está pidiendo, es decir, a aquellas situaciones en las que la parte demandada se ve imposibilitada por completo para conocer lo que se alega en su contra y defenderse de ello. El artículo 17 del Decreto 72/2006 no hay que entenderlo de forma dogmática, sino que basta con que en la solicitud de arbitraje se ponga de relieve, aunque sea de forma poco concreta, lo que se reclama y por quién se reclama. Se alcanzarían con ello dos importantes logros: en primer lugar, se conseguiría evitar, en la medida de lo posible, un excesivo formalismo que en nada favorece la resolución de los conflictos sometidos a arbitraje y, en segundo lugar, le daríamos todo su sentido material al trámite regulado en el artículo 22 del Decreto 72/2006 relativo a la comparecencia de las partes para fijar los términos de la cuestión litigiosa. En cualquier caso es necesario puntualizar que este criterio antiformalista en favor de la acción interpuesta no puede aplicarse a aquellos supuestos en los que sea imposible conocer lo que se reclama, quién lo reclama o no se identifique correctamente a la persona contra la que se interpone la reclamación.

Como hemos indicado anteriormente, el escrito de contestación recoge en tres puntos diferenciados los defectos legales en el modo de proponer el arbitraje. Por ese mismo motivo, es conveniente analizarlos también por separado y en el mismo orden.

1. El primer defecto es, según la entidad cooperativa, que no se impugna el acuerdo concreto invocando la nulidad o anulabilidad cometida, siendo ello necesario al ser distintos los efectos y causas de una u otra. Las reflexiones contenidas en el primer párrafo del presente Fundamento de Derecho sirven para desestimar este primer motivo de oposición. Tal y como se ha indicado anteriormente, en este tipo de procedimientos sólo deben tenerse en cuenta los defectos de forma en aquellos supuestos en los que la parte demandada se vea imposibilitada a la hora de conocer lo que se le reclama y poder alegar en contrario lo que a su derecho pudiera convenir. Partiendo de esa base, precisamente el Decreto 72/2006 regula un trámite posterior en el que se deben concretar de forma definitiva los términos de la cuestión litigiosa, entre los que sin duda puede incluirse el apuntado por la cooperativa. 
En este sentido hay que decir que tanto de la solicitud de arbitraje como del resto de documentos se deduce claramente cuál es la pretensión perseguida. Así, de forma muy concisa se reclama “que se revoque la resolución de 30 de mayo de 2013, posteriormente confirmada por la Asamblea General de 14 de abril de 2014”; que “se declaren aplicables al caso que nos ocupa la Ley 20/2002, de 14 de noviembre, de Cooperativas de CLM”; por último, que “se fije el derecho de la demandante en su liquidación y reembolso de aportaciones en la cuantía que resulte procedente a tenor de la legislación que se alega”.  De frases como las entrecomilladas se deduce con claridad (es necesario insistir en ello) que lo que realmente se está impugnando es la liquidación y reembolso de las participaciones del socio que solicita su baja voluntaria, siendo difícil que la cooperativa pueda alegar indefensión alguna por el simple hecho de que no se especifique si lo que se solicita es la nulidad o la anulabilidad del acto impugnado. 

Los requisitos de claridad y precisión en la solicitud deben tener como finalidad, entre otras, que se decida con certeza y seguridad sobre la reclamación interesada, de tal manera que esa decisión sea adecuada y congruente con el debate sostenido. Pero para ello es suficiente con que se indiquen o consten los hechos de forma sucinta o aproximada (lo suficiente como para no colocar a la parte contraria en franca situación de indefensión), ya que, tal y como se ha indicado con anterioridad, es realmente en un trámite posterior en donde sí que es necesario ya determinar con exactitud el objeto real de la pretensión. No puede, en consecuencia, estimarse este primer motivo.
2. El segundo apartado de defectos formales que, según la entidad cooperativa, concurren en la solicitud de arbitraje es el que afirma la introducción de nuevas cuestiones que no fueron recogidas en el recurso ante la Asamblea. Así, se alega que ya no es posible mostrar disconformidad con la cifra del capital de la que se parte, ni con las deducciones aplicadas ni con la facultad de rehusar el reembolso. No obstante, el problema con el que nos encontramos en este caso es que todas esas circunstancias, más que defectos de forma propiamente dichos, son cuestiones a dirimir en el análisis que se haga sobre el fondo del asunto, en su caso. Nos encontramos ante cuestiones eminentemente de carácter jurídico cuya resolución va a depender, entre otras cosas, de la normativa de aplicación. De hecho, la discrepancia entre las partes en litigio a la hora de solicitar el sometimiento a la Ley 20/2002 o la Ley 11/2010 radica en que una y otra realizan una regulación distinta en, por ejemplo, las cantidades a deducir en el importe de las participaciones obligatorias. Por tanto, se trata de cuestiones que afectan directamente al fondo de la cuestión litigiosa y, por consiguiente, su tratamiento no puede ser el de meros defectos de forma en el modo de proponer la solicitud de arbitraje. 
3. El último defecto formal alegado radica en la falta de acreditación de la legitimación activa y representación de la SAT. Aunque ciertamente en el presente caso no consta la inscripción de cargos en el correspondiente Registro Administrativo de la persona que dice actuar en nombre de la Sociedad Agraria de Transformación reclamante, esta persona es la misma que también firmó el recurso presentado ante la Asamblea General contra la liquidación practicada por el Consejo Rector y actuó asimismo en ese momento en representación de la  SAT, sin que conste que se haya cuestionado en su día tal representación por parte de la cooperativa. Por tanto, si la propia entidad demandada no mostró en su día objeción alguna a la representación que ostentaba Dña. XXXXX de la SAT reclamante, ni tampoco por parte de la Secretaría de la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación se ha puesto reparo alguno en cuanto a falta de legitimidad a la hora de admitir a trámite la solicitud de arbitraje, no es en este momento procedimental en el que procede cuestionar la posible legitimidad del reclamante.

Por tanto, puede concluirse que no existe motivo suficiente para estimar la cuestión previa consistente en la existencia de defectos formales en el escrito de iniciación del presente procedimiento. 

QUINTO: Procede en este momento estudiar la liquidación de aportaciones obligatorias objeto de impugnación. En este sentido, es necesario decir desde un principio que la misma no es ajustada a derecho al haberse confeccionado tomando como referencia las disposiciones de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, texto normativo que aún no había entrado en vigor en la fecha en la que comienza a tener efectos jurídicos y económicos la baja voluntaria solicitada. 


Los datos a tener en cuenta en el presente caso son los siguientes, algunos de los cuales se vuelven a reiterar para una mayor claridad:

· Con fecha 26 de mayo de 2010 el solicitante de arbitraje comunicó su baja voluntaria en la cooperativa.

· En la comunicación de la baja se incumplió el preceptivo plazo de preaviso impuesto por los Estatutos Sociales, que estaba establecido en seis meses de antelación al final del ejercicio económico, el cual se cerró el 31 de agosto de 2010. Por tanto, puede cifrarse el incumplimiento del preaviso cometido en dos meses y veinticinco días.

· El Consejo Rector de la cooperativa no asumió, en el plazo de tres meses conferido al efecto, la doble obligación legal consistente en calificar la baja y determinar sus efectos. De tal forma, obligatoriamente la misma debe ser considerada como justificada, con todos los efectos que conlleva la referida calificación legal desde el momento en que la misma se produce.
· Respecto del valor de las aportaciones al capital social fijado en la liquidación por la cooperativa, el mismo ascendía a la cantidad de ONCE MIL SETECIENTOS CUARENTA Y NUEVE EUROS CON CUARENTA Y CINCO CÉNTIMOS (11749,45 €). Desde un primer momento se ha cuestionado por parte del solicitante de arbitraje esta cifra.
· Por último, habrá que acudir a las cuentas anuales del ejercicio en el que se genera el derecho a reembolso para conocer si se le puede imputar al socio cantidad alguna en concepto de pérdidas, dando por sentado que existe cumplimiento del plazo de permanencia. 
En relación con los datos anteriores, el artículo 61.1 de la Ley 20/2002 establece que el derecho de reembolso en los casos de baja o expulsión se producirá conforme a la liquidación que deberá practicarse “a partir del balance de cierre del ejercicio en el que se haya originado el derecho de reembolso”. En el presente caso el referido ejercicio económico es el 2009-2010, que es el que concluyó el 31 de agosto de 2010, como hemos dicho con anterioridad. Por otra parte, no existe contradicción entre lo dispuesto por los estatutos sociales vigentes en aquélla fecha y los actuales, afirmando ambos que “el incumplimiento del plazo mínimo de preaviso (tal y como ocurre en el presente caso) dará lugar a que el socio haya de pagar la parte proporcional de gastos generales que le hubiera correspondido pagar durante el tiempo que falte hasta la fecha de término del plazo teórico de preaviso (…) incrementado en un 10%, calculados en este caso conforme a la media de participación del socio en la actividad cooperativizada durante los últimos cinco años anteriores.” Lo destacable es que, con independencia de que la baja tenga que ser calificada como justificada, esta indemnización por incumplir el plazo de preaviso es en todo caso exigible a tenor de lo dispuesto en el artículo 30.4 de la Ley 20/2002, el cual afirma expresamente que “todo ello sin perjuicio de que pueda exigirse al socio, además, el cumplimiento de las actividades y servicios cooperativos en los términos en que venía obligado o, en su caso, la correspondiente indemnización de daños y perjuicios”. 

En consecuencia, a la vista de los preceptos anteriormente transcritos, como la baja se solicitó con fecha 26 de mayo de 2010 y, además, el propio órgano rector de la cooperativa no asumió su obligación legal de calificar y determinar sus efectos en el plazo de tres meses conferido, la baja comenzó a tener efectos el 26 de agosto de 2010. Siendo ello así, la liquidación de la cantidad a reembolsar debió confeccionarse conforme a la situación económica reflejada en el balance correspondiente al ejercicio contable 2009-2010. En relación con esto último, como las referidas cuentas anuales no han sido aportadas al expediente arbitral, no puede atenderse en el presente Laudo a uno de los pedimentos incluidos en la solicitud de arbitraje, consistente en que “se fije el derecho de la demandante en su liquidación y reembolso de aportaciones en la cuantía que resulte procedente a tenor de la legislación que se alega”. 


La importancia de determinar de forma clara el balance a partir del cual proceder al cálculo de la liquidación de aportaciones viene motivada porque el artículo 61 de la Ley 20/2002 establece también en su apartado número 2 las deducciones y descuentos a aplicar sobre la cantidad a percibir por el socio que se da de baja de forma justificada, que son precisamente las que tienen que figuran en las cuentas anuales del ejercicio en el que surge el derecho al reembolso. Por tanto, para determinar la cantidad que debe ser objeto de reembolso será necesario cuantificar los siguientes datos:

1. El valor de las participaciones sociales en el momento en el que comienza a tener efectos la baja voluntaria, es decir, al cierre del ejercicio contable 2009-2010, cantidad que sirve de punto de partida para proceder al cálculo del respectivo reembolso. De este importe habrá que descontar, en su caso, las pérdidas que sufra la cooperativa y que sean imputables al socio que se da de baja, así como las cantidades que tuviera pendientes de ingreso derivadas de su actividad cooperativizada y estén reflejadas en las respectivas cuentas anuales.
Es necesario decir que en todo momento ha sido puesto en duda por el solicitante de arbitraje la valoración de sus participaciones efectuada por el Consejo Rector, llegando a exigir la aportación de los libros sociales de obligatoria llevanza por la cooperativa con objeto de comprobar que los datos que constan en la liquidación se corresponden con la realidad. Por su parte, la cooperativa ha alegado en su derecho que toda la documentación que ha servido como base para la confección de la liquidación es la aportada al expediente en el periodo de prueba, y que no dispone de ningún documento más debido al lapso de tiempo transcurrido desde las primeras aportaciones al capital social efectuadas por el padre de los hoy socios de la SAT reclamante (entre cincuenta y sesenta años habrían transcurrido desde entonces); en cualquier caso, se insiste por parte de la entidad en que los datos que obran en la cooperativa desde 1984 recogen todas las aportaciones al capital efectuadas con anterioridad.
El problema en el presente caso radica en que las afirmaciones efectuadas por el solicitante de arbitraje no logran en ningún momento desvirtuar la realidad que se desprende de la documentación aportada, permaneciendo en todo momento en el ámbito de las meras conjeturas y sin que puedan adquirir el valor de pruebas de carácter indiciario. No se trata de dar más valor probatorio a lo que figura documentalmente incorporado al expediente, sino simplemente de hacer constar que las meras afirmaciones vertidas por el solicitante de arbitraje en conclusiones sin ningún tipo de apoyo probatorio no resultan suficientes para que razonablemente pueda estimarse que, efectivamente, la referida documentación es insuficiente o se encuentra sesgada. Así, por ejemplo, tal y como indica la cooperativa en respuesta a la alegación consistente en que no constan reflejados determinados ejercicios contables, ni tampoco figura la cantidad en concepto de prima por arranque de viñedo que recibifa en el año 1991, es necesario decir que no en todos los años es obligatorio que cada socio haga aportaciones al capital social, ni tampoco que toda cantidad que se ponga a disposición de la cooperativa tenga que ser asimismo considerada como capital social. Por tanto, es perfectamente posible y razonable que no exista constancia alguna, por ejemplo, de los años que transcurren entre 1987 y 1999, sobre todo si durante ese período de tiempo no se hizo por parte del demandante aportación alguna al capital social, y no por ello la información facilitada debe considerarse como sesgada o manipulada. Distinto sería que se hubiesen acreditado aportaciones al capital social en alguno de los ejercicios que no se mencionan en los documentos, en cuyo caso sí que se evidenciaría que, al menos, la información facilitada no está completa. 
Además, tampoco hay que pasar por alto que algunos de los integrantes de la Sociedad Agraria han ocupado durante varios años, y siempre con posterioridad a 1986, diferentes cargos de responsabilidad en el Consejo Rector de la cooperativa demandada, tal y como se reconoció durante la celebración de la vista previa, habiendo tenido acceso a toda la documentación contable de la cooperativa una vez que se había llevado a cabo el traspaso de toda la información a los nuevos soportes y, por consiguiente, habían conocido o tenido posibilidad de conocer el saldo del capital social adjudicado en esa fecha a la Sociedad Agraria como consecuencia de la transferencia de las aportaciones de sus socios.

Por otra parte, en consideración a las afirmaciones efectuadas por el representante de la cooperativa en la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa en el sentido de la imposibilidad de poder aportar documentos relativos a las décadas de los años cincuenta y sesenta, el árbitro que suscribe concretó la prueba a practicar en la necesidad de aportar, debidamente certificada, información relativa al capital social desde el año 1986, fecha en la que se constituyó la Sociedad Agraria demandante y a la que se transfirieron los saldos de capital social que ostentaban sus socios con anterioridad en la cooperativa, algo que se ha llevado a cumplido efecto.
No obstante lo anterior, lo indicado hasta ahora no prejuzga bajo ningún concepto que la llevanza de la documentación de carácter contable que está efectuando la cooperativa sea ajustada a derecho, sino que tan sólo pone de manifiesto que, teniendo en cuenta los términos en los que quedó fijada la cuestión litigiosa y las facultades que ostenta el árbitro en el presente procedimiento, existen suficientes medios de prueba que posibilitan la confección del presente Laudo. Por tanto, no es en este foro en donde se tendría que determinar si por parte de la cooperativa se han falseado las cuentas anuales o el resto de documentos que pudieran servir para reflejar su verdadera situación económica en perjuicio de un determinado socio, sobre todo porque las consecuencias que conllevaría esa actuación son los Tribunales de Justicia los órganos competentes para su imposición.  
2. La segunda cantidad a cuantificar es la indemnización por incumplimiento del plazo de preaviso. Anteriormente se ha apuntado que, con independencia de que la baja tenga que calificarse como justificada por imperativo legal, la Ley 20/2002 permite en su artículo 30.4 la exigencia de esta deducción en el valor de las participaciones. Esta indemnización consistirá, según los Estatutos Sociales, en la parte proporcional de gastos generales que corresponden al tiempo que restara por cumplir del plazo de preaviso (dos meses y veinticinco días), incrementado en un 10%, calculados conforme a la media de participación del socio en la actividad cooperativizada durante los últimos cinco años.
SEXTO: Mención especial merece un concepto incluido en la liquidación que se impugna, a saber: las “deudas de la sociedad vinculadas a inversiones”, y que el Consejo Rector valora en la cantidad de 5.035,66 €. 
En primer lugar diremos que el artículo 61.2.a) de la Ley 20/2002 –texto normativo aplicable al presente caso-, al enumerar las deducciones a practicar en el reembolso de las aportaciones al socio que causa baja, tan sólo enuncia las siguientes: las obligaciones pendientes de pago que tenga con la cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada o por cualquier otro concepto y las sanciones que estuvieran pendientes de pago. Por tanto, a la vista del precepto anterior, resulta claro que el requisito fundamental e ineludible que deben reunir las cantidades a descontar es que las mismas se traten de deudas no satisfechas del socio con la cooperativa. De ahí que no sea posible considerar como tal aquélla que, bajo la denominación “deudas de la sociedad vinculadas a inversiones”, se recoge en la liquidación que se impugna al tratarse, en puridad, de deudas de la cooperativa contraídas con un tercero, en este caso con una entidad financiera. 
No obstante lo anterior, también hay que reconocer que la situación que se produce con la aplicación de la Ley 20/2002 pudiera resultar injusta; de hecho, ese fue el motivo por el cual se decidió incluir en el artículo 88 de la Ley 11/2010 la posibilidad de considerar como cantidad a descontar en los casos de reembolso de aportaciones la parte proporcional que le corresponda al socio de las deudas vinculadas a inversiones realizadas y que permanezcan pendientes de pago. En cualquier caso ya hemos dicho que este texto normativo no es de aplicación al presente caso, y sí lo es aquél que no prevé expresamente estas cantidades como susceptibles de deducción.  De cualquier modo, al hilo de lo anterior, resulta perfectamente comprensible que la entidad cooperativa entienda que, en el supuesto de que no se aplique ninguna deducción por las inversiones realizadas, nos podemos encontrar ante la figura del enriquecimiento injusto, y llega incluso a citar en apoyo de su pretensión una sentencia de la Audiencia Provincial de Cuenca de fecha 30 de noviembre de 2011, la cual, sin embargo, ha sido casada parcialmente por la Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de febrero de 2014, dato a tener en cuenta que no es mencionado en la contestación a la solicitud de arbitraje (es más, es que existen pronunciamientos de la misma Audiencia Provincial de Cuenca en los que, en supuestos idénticos a ese, afirma todo lo contrario, tal y como se citarán más adelante). En consecuencia, pese a ser un razonamiento comprensible y hasta lógico el mantenido por la cooperativa, también es cierto que este concepto jurídico debe ser aplicado asimismo –en opinión del árbitro que suscribe – con la debida cautela, ya que si todas las atribuciones patrimoniales tuvieran que ser sometidas a revisión o fiscalización por suponer enriquecimientos de carácter injusto, se estaría generando una evidente inseguridad en el tráfico jurídico, mucho más en el presente caso si tenemos en cuenta que la redacción del artículo 61.2.a) de la Ley 20/2002, al enumerar de forma expresa todos los conceptos a deducir de la liquidación a practicar, impide la posibilidad de considerar injusta esa variación patrimonial.  

Existe una abundante jurisprudencia que ha ido delimitando los requisitos que deben concurrir a la hora de considerar la existencia de la figura del enriquecimiento injusto, entre los que se encuentra “la ausencia de un precepto legal que excluya la aplicación del principio al caso concreto” (SSTS de 5 de marzo de 1991, 17 de febrero de 1990, 31 de diciembre de 1991, 31 de marzo de 1992, 15 de febrero de 1990 y 31 de julio de 2002, entre otras muchas). En el supuesto que nos ocupa existe ese precepto legal que posibilita la exclusión del enriquecimiento injusto al presente caso, tal y como se desprende del tenor literal del artículo 61.2.a) de la Ley 20/2002, el cual –es necesario insistir en ello- no recoge como cantidad a deducir las inversiones de la cooperativa pendientes de pago.  Es este último precepto el que impide que se pueda incluir como cantidades a deducir en la liquidación practicada el referido concepto. En consecuencia, no concurren todos los requisitos que jurisprudencialmente se han fijado para considerar la existencia del enriquecimiento injusto.
Esta misma opinión la ha mantenido, por ejemplo, la Audiencia Provincial de Cuenca en su Sentencia de fecha 22 de mayo de 2012 –resolución incluso más reciente que la citada por la cooperativa-. En ella se afirma que “el artículo 61.2.a de la Ley 20/2002 de Cooperativas de Castilla-La Mancha autoriza a deducir del reembolso de las aportaciones al socio que causa baja, por lo que aquí interesa, aquellas obligaciones de pago que el socio tenga pendientes con la cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperatizada o por cualquier otro concepto. Es pues presupuesto para este descuento que el socio tenga una deuda pendiente con la cooperativa, esta es la razón del descuento: liquidar cuentas al momento de finalizar la relación social. El préstamo pendiente de pago por las obras de la bodega no es una deuda del socio con la cooperativa, sino de la cooperativa con un tercero, ha de suponerse que con una entidad financiera y en consecuencia no puede descontarse al socio ni hacerle partícipe de una deuda social por un acto unilateral confundiendo las deudas de la Cooperativa con la de los socios. Todo ello sin perjuicio de la responsabilidad establecida en el artículo 15.4 de la Ley de Cooperativas Estatal. Prueba de que la redacción del precepto no comprende la posibilidad de descontar al socio deudas sociales del reembolso de sus aportaciones en caso de baja es que el actual artículo 88 de la Ley 11/2010 de Cooperativas de Castilla-La mancha, no aplicable al presente caso por razón temporal, ha regulado expresamente el supuesto de establecer la posibilidad de descuento: “Se deducirán aquellas obligaciones de pago que el socio tenga pendientes con la cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada, así como la parte proporcional que, de acuerdo con la actividad cooperativizada realizada por el socio, le corresponda de las deudas de la sociedad vinculadas a inversiones realizadas y que estén pendientes de pago, así como aquellas otras obligaciones por cualquier otro concepto”. Sobran más comentarios al respecto.
SÉPTIMO: Para concluir, una breve mención al plazo para proceder al reembolso de las aportaciones obligatorias, una vez se realice la correspondiente liquidación conforme a los datos obrantes en las cuentas anuales correspondientes al ejercicio contable 2009-2010, y siempre que la misma ofreciera un resultado positivo a favor del socio. 


En relación con este punto, tanto la Ley 20/2002 como la 11/2010 recogen determinadas fórmulas que tienden a limitar el derecho de reembolso del socio que se da de baja con la única finalidad de evitar una posible descapitalización de las entidades cooperativas. De tal forma, por ejemplo, la vigente Ley 11/2010 dispone en su artículo 82.4 que “el plazo de reembolso de las participaciones obligatorias no podrá exceder de cinco años a contar desde la aprobación de las cuentas anuales por la Asamblea General”, contemplando incluso en su artículo 29 la posibilidad, como supuesto más extremo, de que el órgano de administración de la cooperativa pudiera rehusar total o parcialmente el reembolso solicitado, opción por la que se decantó el Consejo Rector en el supuesto que nos ocupa. No obstante, a título informativo es necesario decir que, para que pueda prosperar esta opción del rehúse, también es preceptivo contar con un acuerdo de la Asamblea General por el que se proceda a la transformación de las participaciones con derecho a reembolso en participaciones cuyo reembolso puede ser rehusado incondicionalmente, acuerdo que en el supuesto que nos ocupa tampoco consta que se hubiera adoptado (art. 74.8.8 de Ley 11/2010).

En el mismo sentido indicado anteriormente, es decir, tratando de evitar que se pudiera producir la descapitalización de las cooperativas, la Ley 20/2002 –texto aplicable al caso que nos ocupa- establece en su artículo 61.4 que “el plazo de reembolso de las aportaciones sociales obligatorias no podrá exceder de cinco años (…)”. Nos encontramos, por tanto, ante un plazo establecido únicamente en beneficio de la cooperativa y dirigido a evitar su despatrimonialización en aquellos supuestos en los que se viera obligada a soportar un reintegro inmediato que pudiera suponer un impedimento al ejercicio de la actividad cooperativizada para la cual se constituyó. Por tanto, a la vista del artículo 61.4 antes citado, que es el aplicable al presente caso, y teniendo en cuenta también que en el supuesto que nos ocupa no se respetó el plazo de preaviso estatutariamente establecido para notificar la baja voluntaria, la cooperativa dispondría de un plazo de cinco años para proceder al reembolso reclamado, teniéndose que computar desde la fecha en la que teóricamente finalizó el referido plazo de preaviso (26 de noviembre de 2010). En consecuencia, si una vez practicada la liquidación de las aportaciones del socio de conformidad con lo previsto en la Ley 20/2002 y atendiendo al balance del ejercicio contable 2009-2010, el resultado de la misma fuera favorable al socio, la cooperativa debería efectuar el reembolso a partir del próximo 26 de noviembre de 2015, fecha hasta la cual no se podría ejercitar acción alguna para reclamar el mismo. 

Resta tan sólo por determinar la fecha desde la que debe iniciarse el cómputo de los intereses del reembolso, siempre que –insistimos- el resultado de la liquidación que se practique sea positivo para el solicitante de arbitraje. El artículo 61.5 de la Ley 20/2002 prevé que, una vez acordada por el Consejo Rector la cuantía a reembolsar, aunque la misma no será susceptible de actualización, sí dará derecho a percibir el interés legal del dinero; por otra parte hemos visto que el artículo 61.4 establecía un plazo para proceder al reembolso, que en ningún caso podía superar los cinco años. No obstante, también hay que tener en cuenta que, según establecía el artículo 59.7 de los Estatutos Sociales vigentes en el momento en el que comenzó a tener efectos la baja voluntaria, el Consejo Rector gozaba de un plazo de tres meses desde que se  aprobaron las cuentas del ejercicio 2009-2010 para proceder al cálculo del importe a reembolsar, y es precisamente desde la conclusión de ese plazo la fecha desde la que, en el presente caso, habrá que computar los intereses legales generados.   
Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Debe estimarse la solicitud de arbitraje presentada por XXXXX contra la entidad mercantil XXXXX y se dispone expresamente que:

1.- Procede la confección y notificación de una nueva liquidación de reembolso de aportaciones al capital, de conformidad con lo previsto por la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, para las bajas voluntarias justificadas que no respetan el plazo de preaviso. 

2.- Teniendo en cuenta la fecha de efectos de la baja voluntaria, para la confección de la liquidación se deberán considerar los datos reflejados en las cuentas anuales correspondientes al ejercicio contable 2009/2010, el cual no ha sido aportado al procedimiento. 

3.- Se requiere a la entidad cooperativa de referencia para que proceda a notificar en el  plazo más breve posible la correspondiente liquidación de las cantidades a reembolsar. En cualquier caso dicha notificación no podrá producirse en un plazo superior a 30 días a contar desde la recepción del presente Laudo. 

4.- Se declara que el plazo para proceder al reembolso de las cantidades que pudieran corresponder comenzó en la fecha en la que debería haber concluido el plazo de preaviso fijado estatutariamente (25 de noviembre de 2010). Respecto  al cálculo de los intereses por las cantidades pendientes de reembolso, el mismo deberá computarse tres meses después de la aprobación definitiva de las cuentas anuales del ejercicio contable 2009/2010, fecha de la que tampoco hay constancia en la documentación que obra en el expediente. 

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 5 de marzo de 2015
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
AR-8/2014
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